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INCOMPETENCIA TUTELA/ Vinculación aparente de entidad del orden nacional del sector central/ Competencia juez del circuito por naturaleza de la Unidad para la atención y Reparación de Víctimas
“No obstante que en el libelo, como acaba de verse, se involucra al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, no halla la Sala ninguna situación de donde pueda desprenderse amenaza o vulneración de derecho fundamental por su parte. Lo que razonadamente se infiere de sus líneas, y se refuerza con el contenido del escrito visible a folio 3, es que la queja constitucional se dirige frente a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, sin perjuicio del llamado que también se hace del ente territorial municipal, pero, se insiste, no se avizora razón alguna para hacer intervenir a la cartera ministerial anunciada por el interesado como extremo pasivo.” 
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Actuando en su propio nombre Alisson Antonio Mena Cuesta, presenta acción de tutela contra el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, el Municipio de Pereira y la Unidad de Víctimas, con el fin de que se le proteja el derecho fundamental que nominó “vivienda digna de las víctimas” que considera vulnerado por la parte demandada al no brindarle la indemnización ni entrega de la prórroga en su calidad de desplazado.
                                         
No obstante que en el libelo, como acaba de verse, se involucra al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, no halla la Sala ninguna situación de donde pueda desprenderse amenaza o vulneración de derecho fundamental por su parte. Lo que razonadamente se infiere de sus líneas, y se refuerza con el contenido del escrito visible a folio 3, es que la queja constitucional se dirige frente a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, sin perjuicio del llamado que también se hace del ente territorial municipal, pero, se insiste, no se avizora razón alguna para hacer intervenir a la cartera ministerial anunciada por el interesado como extremo pasivo. 
  



En virtud de ello, para establecer qué juez es competente para conocer de una acción de tutela contra la entidad reseñada, es preciso acotar que el Decreto 4802 del 20 de diciembre de 2011, por medio del cual se establece la estructura de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, establece en su artículo 1º que se trata, en efecto, de una Unidad Administrativa Especial con personería jurídica y autonomía administrativa y patrimonial, adscrita al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, perteneciente al Sector Administrativo de Inclusión Social y Reconciliación. En ese orden de cosas, la Ley 489 de 1998, específicamente en el artículo 38, señala que: 
  



“La Rama Ejecutiva del Poder Público en el orden nacional, está integrada por los siguientes organismos y entidades:
  



...

  


2. Del Sector descentralizado por servicios:

  



a) Los establecimientos públicos;

  



b) Las empresas industriales y comerciales del Estado;

 


c) Las superintendencias y las unidades administrativas especiales con personería jurídica.




(…)
  



Y el artículo 39 señala que:

  


“La Administración Pública se integra por los organismos que conforman la Rama Ejecutiva del Poder Público y por todos los demás organismos y entidades de naturaleza pública que de manera permanente tienen a su cargo el ejercicio de las actividades y funciones administrativas o la prestación de servicios públicos del Estado colombiano. 

  


(…)

   


Así mismo, los ministerios, los departamentos administrativos y las superintendencias constituyen el Sector Central de la Administración Pública Nacional. Los organismos y entidades adscritos o vinculados a un Ministerio o un Departamento Administrativo que gocen de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio o capital independiente conforman el Sector Descentralizado de la Administración Pública Nacional y cumplen sus funciones en los términos que señale la ley.”


                                              De donde surge que la citada Unidad, como organización pública adscrita al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, es una entidad descentralizada por servicios, del orden nacional. 
                                                               Como de igual forma, se demanda al Municipio de Pereira, es pertinente indicar que el último inciso del numeral 1º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, prevé que cuando la acción se dirija contra más de una autoridad de diferente nivel, su conocimiento corresponderá al juez de mayor jerarquía, acorde con las reglas establecidas en dicha norma. Así que si se acude también al lineamiento del inciso 2º de ese mismo canon y hecha la disertación del caso, que lleva a excluir al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, la competencia en este caso recae en un Juez de Circuito -reparto- de la localidad y, por ende, allí será remitido. 
  



Es pertinente precisar que no se desconoce el contenido del auto 124 de 2009 proferido por la Corte Constitucional en el que impuso como obligación a los funcionarios judiciales asumir el conocimiento de las demandas de tutela y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; pero la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Civil
, ha venido haciendo hincapié en que no comparte esa forma de ver las cosas, y es así como frente a situaciones de similar matiz conocidas por Salas de esta Corporación, declaró la nulidad de todo lo actuado, al estimar que carecía de competencia para conocer del proceso y ordenó su remisión a un juzgado de circuito
.

  



Posición que esta Sala comparte y que ha sido asumida también por el Consejo de Estado  en varios pronunciamientos de tiempo atrás, como lo deja ver el auto del 12 de agosto de 2010, con ponencia del Consejero Filemón Jiménez Ochoa, en el proceso radicado bajo el número 66001-23-31-000-2010-00162-01. 
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial, Sala Unitaria Civil-Familia, por falta de competencia se abstiene de conocer de la  presente acción de tutela y dispone el envío de la misma, junto con sus anexos, a la Oficina Judicial para efectos de que sea repartida entre los Juzgados con categoría de Circuito de esta ciudad, a fin de que allí se surta el trámite correspondiente.

Entérese al demandante por el medio más expedito.

Notifíquese 

El Magistrado,
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
� Así lo entendió la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia que se ha separado de aquella interpretación como puede leerse, por ejemplo en el autos del 13 y del 14 de mayo de 2009, expedientes 11001-22-03-000-2009-000436-01 y 76001-22-03-000-2009-00078-01, ambos con ponencia del Magistrado William Namén Vargas. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil.  Auto del 22 de enero de 2014. M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez. Referencia 1110001-22-03-000-2013-02009-01. 
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